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RESUMEN: En este trabajo se revisa la evolución 
cuantitativa de la población carcelaria en España 
para el período 1975-2007. Posteriormente se ofrece 
la explicación más extendida en España para la 
multiplicación de personas privadas de libertad: la 

introducción del Código Penal de 1995. Una vez 
expuestas las limitaciones que el autor percibe en 
este enfoque, se propone comprender el castigo 
como una institución social, abierto a procesos más 
amplios que los que acontecen dentro del sistema 
penal, para poder seguir avanzando en el estudio del 
incremento de presos.  
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SUMARIO: 1. CONSIDERACIONES METODOLÓGICAS. 2. LA EVOLUCIÓN DE LA 
POBLACIÓN CARCELARIA (1975-2007). 3. EL CÓDIGO PENAL DE 1995 COMO 
CAUSA. 4. CONCLUSIONES. 

Nota previa: Este trabajo se ha realizado durante el período de disfrute de una beca perteneciente al Progra-
ma de Formación de Profesorado Universitario del Ministerio de Educación. Quiero dar las gracias a 
Alfonso Serrano Maíllo por el estímulo intelectual que supone y a Josep Cid Moliné por sus comentarios a 
un borrador de este artículo. 

Uno de los temas que, recientemente, más atención ha venido recibiendo en las 
Ciencias Sociales es el del aumento de la población carcelaria y la transformación 
de las actitudes punitivas de los ciudadanos. Es notorio que la inmensa mayoría de 
estos estudios son realizados en -y se refieren a- el ámbito anglosajón. En este 
trabajo, primero se va a ver cuál ha sido la evolución cuantitativa de la población 
carcelaria en España para el período comprendido entre 1975 y 2007, y plantear si 
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España también puede ser incluida entre los países con tendencia a encerrar a, cada 
vez, un mayor número de personas.  
Posteriormente, se prestará atención a la explicación que sitúa la introducción del 

Código Penal de 1995 (y sus posteriores reformas) como causa de este aumento de 
presos. Como se verá, aquí se defiende la insuficiencia de esta explicación y se aboga 
por una perspectiva más amplia, abierta a otros procesos sociales, además del Derecho. 

1. CONSIDERACIONES METODOLÓGICAS 

Para manejar los datos de la población penitenciaria en España, es necesario te-
ner en cuenta que desde 1984 Cataluña tiene plenas competencias en materia carce-
laria (el período de transferencia y adaptación comenzó en 1984 y finalizó en 
1986), por lo que no es extraño que sean tratados y analizados de manera separada, 
tratando a Cataluña como una unidad más a la hora de comparar ratios1. Aquí, sin 
embargo, se tratarán de manera conjunta, pues se asume que las causas que puedan 
estar operando en el incremento de la población carcelaria en España no varían por 
Comunidades Autónomas.  
Si sólo se tienen en cuenta los datos publicados por la DGIP, se están dejando de 

contar unos 10.000 presos (es decir, la población carcelaria que había en toda 
España en 1979). De hecho, que hoy una Comunidad Autónoma tenga una pobla-
ción carcelaria equivalente a la de todo el país treinta años atrás, da cuenta de la 
magnitud de los cambios que aquí se tratan. 
No obstante, la agregación conlleva algunas dificultades, pues los criterios de 

medición y los datos que se publican varían en parte, lo que hace que algunos datos 
no se puedan simplemente agregar (por ejemplo, en Cataluña se publica la compo-
sición por edad de la población reclusa, mientras que Instituciones Penitenciarias lo 
hace sobre la población penada). Los autores que analizan los datos por separado 
no explican los motivos por lo que lo hacen.  
Los datos que se van a ofrecer corresponden al 31 de diciembre de cada año (por 

ejemplo en Cataluña son a 1 de enero del año siguiente, o sea, un día después). Es 
necesario mencionar también aquí que los Informes Generales y las Memòrias no 
tienen el mismo formato ni contienen los mismos datos. Ni siquiera mantiene cada 
uno continuidad con sus propios datos. Esta falta de unidad en la presentación de 
los datos a veces hace difícil seguir la pista a algunas variables a lo largo del tiem-
po2. Se asume aquí que la forma de elaborar las estadísticas no ha variado sustan-
cialmente, sólo su forma de presentarlas.  
Los Informes Generales de 1978 y de 1995 no constaban en la biblioteca de la 

Dirección General de Instituciones Penitenciarias (en adelante DGIP), al igual que 
 
1 Por ejemplo, Almeda, 2003: 25-27, 37; Síndic de Greuges, 2007. 
2 Es digno de mención que no siempre se evoluciona hacia una mayor transparencia en la exposición de los datos, ni 

hacia una mayor disponibilidad de los mismos. No se explican los criterios que se siguen para publicar unos datos y 
otros no, o para que en algunos años determinados datos no aparezcan publicados. 
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no se han podido consultar las Memòrias de 1986 y 1987. Lo que se ha podido 
reconstruir a partir de los ocasionales resúmenes estadísticos que se hacían, se ha 
hecho. De todas maneras no es especialmente importante que puedan faltar los 
datos de un año, pues lo esencial es la tendencia general de un período de 33 años. 
Los datos deben tomarse con cautela porque lo que miden es complicado, durante 
bastantes años las cárceles han sufrido cierto desorden administrativo, hay mucho 
movimiento de presos de unas cárceles a otras y la forma de presentar los datos a 
veces es confusa3.  
Es necesario destacar que conseguir estos datos es difícil. Hay muchas trabas bu-

rocráticas que retrasan el proceso su recolección durante meses. Además, no están 
informatizados, por lo que uno se ve investigando como se hacía 40 años atrás: en 
un sótano y con montañas de papeles. Por otro lado, su proceso de elaboración y 
publicación es en gran modo opaco, por lo que su fiabilidad no puede ser avalada 
por el investigador. Aun así, parecen mejor que nada. Aquí presento algunos datos 
que he conseguido tras meses de misivas y desplazamientos4. Por último, los datos 
de los que se dispone son agregados, haciendo muy difícil realizar algún análisis 
que vaya más allá de la mera descripción univariada de variables. En definitiva, la 
tarea de investigar temas penitenciarios en España está muy limitada científicamen-
te y es bastante precaria. 
Por último, deben mencionarse algunos cambios legislativos que tuvieron una 

influencia directa en el número de presos: en 1975 y en 1978 se decretaron indul-
tos; en 1982 se puso límite al tiempo que una persona podía estar como preso 
preventivo (dos años), por lo que bastantes presos que estaban a la espera de juicio, 
y que llevaban más de dos años encerrados, tuvieron que ser puestos en libertad; en 
1995 entró en vigor un nuevo Código Penal; y en 2003 se introdujeron reformas 
que endurecieron considerablemente el sistema de penas (la llamada “Contrarre-
forma”). Los datos de la población española utilizados para calcular las tasas son 
del INE (estimaciones poblacionales hasta 1986, y datos del padrón desde enton-
ces). 

2. LA EVOLUCIÓN DE LA POBLACIÓN CARCELARIA EN ESPAÑA 
(1975-2007) 

En los últimos 30 años la cantidad de personas que se encuentran encerradas en 
las prisiones de nuestro país se ha multiplicado, pasando de haber 8440 presos en 
1975 a haber cerca de ocho veces más, 67.100 presos, en 2007 (en mayo de 2010 
ya se habían alcanzado los 76.951 presos).  

 
3 Más allá de que, por ejemplo, el Informe General de 1990 tenga cuadros cuyos datos no encajan o porcentajes que 

suman algunos decimales más que 100. 
4 Contrasta mucho con Eurostat, donde con un correo electrónico, al día siguiente obtenías una detallada respuesta 

con indicaciones precisas de cómo conseguir los datos (que están informatizados). 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los Informes Generales 
 de la DGIP y de las Memòrias de la Generalitat de Cataluña 

A la vez también lo ha hecho la población española. Mejor indicador que los 
números absolutos son los relativos. En el caso de las personas privadas de libertad, 
se suele usar el número de presos por cada 100.000 habitantes. También de esta 
manera el crecimiento ha sido pronunciado, pasando de 23’59 presos/100.000 
habitantes a 148’45 presos/100.000 habitantes en 2007. Es decir, es seis veces 
mayor. 
 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de los Informes Generales de la DGIP  

y de las Memòrias de la Generalitat de Cataluña. Datos de la población del INE. 
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Se puede observar que el crecimiento resiste a la relativización de los números, y 
que la evolución es similar. En el año 1992 se superaron los 107 presos por cada 
100.000 habitantes, la cifra más alta que registrada por la DGIP, en el año 19505.  
Con los 162 presos por cada 100.000 habitantes que había en España a 1 de enero 
de 2010, España se ha convertido en el país europeo (occidental) con la mayor tasa 
de encarcelamiento (excluyendo Suiza y Luxemburgo), cuando tradicionalmente 
había sido de los que la tenían más baja, algo acorde con su baja tasa de delitos y de 
delitos violentos6.  
De forma muy breve, pues aquí, para introducir el problema, interesa más el au-

mento que las características de la población penitenciaria, se puede apuntar que 
aproximadamente el 92% de los reclusos son hombres7. Las figuras delictivas por 
las que habitualmente más se encierra a la gente han sido bastante estables en el 
tiempo: aproximadamente el 70% de los presos lo están por delitos contra la pro-
piedad y por delitos contra la salud pública. Ha variado que en los primeros años de 
la democracia los delitos contra la propiedad suponían el 65% y los de tráfico de 
drogas el 5%, mientras que en la actualidad aproximadamente el 40% lo hace por 
delitos contra el patrimonio y el 30% por delitos contra la salud pública. Hay que 
resaltar que la mayoría de los robos son cometidos por personas con problemas de 
drogodependencia, por lo que no es exagerado decir que cerca del 70% de la gente 
que está encerrada lo está, directa o indirectamente, por las drogas. 
La reincidencia penal (es decir, gente que cuando ingresa en prisión no es la 

primera vez que lo hace) se mantiene sorprendentemente estable a lo largo de las 
décadas, oscilando entre el 50% y el 60%, sin que parezca influir la construcción de 
cárceles modernas o la implantación de diversos programas de rehabilitación8 . 
Además, el 25% de los presos aún no han sido declarados culpables, siendo presos 
preventivos (antes de la reforma de 1982 eran más de la mitad). A pesar de que esta 
cifra sigue siendo elevada, la última década ha sido la que menor porcentaje de 
presos no penados ha visto en la democracia, por lo que, comparativamente, hay en 
la actualidad unos niveles relativamente bajos de presos preventivos9. 

 
5 Es el primer año del que constan datos oficiales en sus informes. Para el período franquista  la cifra de presos 

siempre fue en descenso, algo que no es extraño si se tienen en cuenta los 270.719 presos que se contaban a 1 de enero 
de 1940 (datos del Instituto Nacional de Estadística). Diez años después, en 1950, había 29.156 presos. 

6 Esta singularidad del caso español ha sido registrada en la literatura. Ver Díez Ripollés, 2006a: 2, 9; García España 
y Pérez Jiménez, 2005; Tamarit Sumalla, 2007: 18. 

7 La proporción de mujeres lleva dos décadas estabilizada en torno al 8%. En la década de los 70 suponían un 3% y 
en los 80 aumento regularmente hasta la actual proporción. 

8 Se recuerda que se trata de datos agregados, y no quita para que programas concretos, aplicados por lo general de 
manera experimental y en grupos pequeños, puedan reducir la reincidencia. Ver, por ejemplo, Redondo Illescas y 
Garrido Genovés, 2008. 

9 No se debe a una reducción de los preventivos (que han pasado de 4708 a 20108 desde 1975 hasta 2007), sino a un 
aumento bastante mayor de los presos penados (de 3732 a 55709). 
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Tabla 1. Evolución de la proporción de los presos preventivos por décadas 

Década Proporción media de presos preventivos (%) 
1970-1979 51,67 
1980-1989 47,02 
1990-1999 30,12 
2000-2008 22,65 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de DGIP  
y de la Generalitat de Cataluña. 

Por último, merece la pena destacar la evolución de los extranjeros (no necesa-
riamente inmigrantes)10 en las cárceles españolas, que han llegado a ocupar en los 
últimos años una de cada tres plazas. Si bien en los últimos años España ha recibi-
do la llegada de muchos extranjeros, su proporción fuera de las cárceles es la mitad 
(en torno al 15%). En el gráfico se puede apreciar la influencia de la Ley de Extran-
jería aprobada en el año 2000 (por supuesto, no es la única causa del reciente in-
cremento de extranjeros presos)11: 
 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de DGIP  

y de la Generalitat de Cataluña. 

¿Por qué se ha producido este incremento en el número de presos? La explica-
ción que dicta el sentido común y la lógica jurídica es que se debe a un aumento de 
 
10 Aquí es pertinente notar que, para la población carcelaria, los datos hablan de extranjeros, no de inmigrantes. En 

el caso de España es especialmente importante porque muchos de los delitos contra la salud pública cometidos por 
extranjeros no son cometidos por inmigrantes, pues no vivían en España (ni tenían intención de quedarse a vivir) cuando 
son detenidos, por ejemplo, en Barajas. 

11 La población extranjera supone casi la mitad de los presos preventivos, pues incurren en lo que se consideran 
factores de riesgo como carencia de domicilio estable o apoyo familiar. 
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la delincuencia. Esta respuesta no parece descabellada, pero la delincuencia oficial 
en España no parece haber aumentado durante los últimos años, al menos según las 
estadísticas policiales: si bien durante la década de los 80 el número de delitos 
registrados por la policía sí aumentó, y bastante, desde 1989 el número de delitos 
por cada 100.000 habitantes ha disminuido ligeramente, dentro de la estabilidad, 
pasando de 2.604 delitos por cada 100.000 habitantes a 2.345 delitos por cada 
100.000 habitantes en 200612. Aunque el número de faltas sí ha aumentado para 
este período (pasando de 1.354 a 2.701 por cada 100.000 habitantes), son menos 
importantes aquí por no ser éstas objeto de pena de prisión13. Se asume aquí que las 
estadísticas oficiales no se manipulan14. No obstante, los datos que arrojan las 
escasas e incontinuas encuestas de victimización realizadas a nivel nacional en 
España, señalan también un estancamiento o ligero descenso de las tasas de victi-
mización o, en el mejor de los casos, no apoyan la tesis de que la delincuencia haya 
aumentado en España, al menos desde 198915. 
 

 
 Fuente: Elaboración propia a partir de datos del INE,  

de DGIP y de la Generalitat de Cataluña 

 
12 Hay que tomar estos datos con cautela. Al comparar años hay que tener en cuenta que no en todos los años existen 

las mismas conductas tipificadas como delictivas. Una actividad ilegalizada puede hacer que se registren más delitos a 
partir de entonces, a pesar de que se hubiesen cometidos el mismo número y tipo de actos que en años anteriores, y 
viceversa. Agradezco a José Cid que me indicara dónde conseguir estos datos. 

13 Salvo por acumulación en un corto período de tiempo. No se discute aquí si las faltas podrían ser importantes para 
el sentimiento de inseguridad, y éste para una mayor exigencia retributiva, que pueda acarrear mayores penas de prisión. 
Es otro tema que habría de estudiar empíricamente. 

14 Puede ser una asunción arriesgada, pero es mejor tener estos datos y tratarlos críticamente que no tener ningún 
tipo de datos. Se recomienda consultar Aebi y Linde, 2010; y Fernández  Villazala, 2008: 101-129. 

15 Afortunadamente, cada vez se realizan más encuestas de este tipo. Para un análisis longitudinal de las encuestas de 
victimización en España, ver García España, et al., 2010. Para un comentario metodológico de las cautelas necesarias a 
la hora de realizar este tipo de comparaciones entre las distintas encuestas de victimización (con metodologías y marcos 
muestrales similares, pero no iguales), ver González Sánchez, 2010. 
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La falta de una relación directa entre la delincuencia y el número de presos no es 
nueva ni exclusiva de España. Por ejemplo, Lappi-Seppälä ha mostrado tres países 
en los que la tendencia al encierro sigue evoluciones distintas con respecto a las 
tasas de delincuencia: desde 1980 hasta hoy, Finlandia ha reducido su número de 
presos mientras sus tasas de delincuencia aumentaban; Canadá ha mantenido esta-
bles tanto la cantidad de delitos como la de presos; y EE.UU. ha multiplicado el 
número de presos mientras sus niveles de delincuencia descendían16. Es evidente 
que la desconexión entre la tasa de delincuencia y la tasa de encarcelamiento no es 
total, pero sí limitada, y menor de lo que se suele asumir. 

Gráfico 5. Evolución a lo largo del tiempo de las tasas de reclusos y delitos declarados en Finlan-
dia, Canadá y EE.UU. (reclusos y delitos por cada 100.000habitantes) (1980=100) 

 
Fuente: Lappi-Seppälä, 2008: 345-346. Basado en estadísticas nacionales. 

Señalaba Lemert que la variable “control social” (en este caso operacionalizada 
como el número de presos) debía dejar de ser vista como una variable dependiente 
de la delincuencia, hasta el punto de proponer el control social como una variable 
independiente17. Estos gráficos apoyan lo relativo a tomar el control social como 
variable explicativa, sin que ello conlleve que, necesariamente, sea la delincuencia 
la nueva variable dependiente18 (tal y como sí asume el enfoque del etiquetaje). Los 
gráficos apuntan, no obstante, a que probablemente estudiar estas dos variables 
como dos aspectos relacionados no sea la forma más fructífera de avanzar en la 
cuestión19.  

 
16 Lappi-Seppälä, 2008: 345-346. España, al menos en las últimas dos décadas, seguiría el modelo estadounidense. 
17 Lemert, 1967: 18. 
18 El estatus de una variable como “dependiente” o “independiente” lo establece el investigador (o investigadora), en 

base al tipo de relación que se quiera probar y a la hipótesis de la que se parte.  
19 Así lo han entendido otros autores que han explorado otro tipo de influencias en la variable “control social”. El 

ejemplo más clásico es el de Rusche y Kirchheimer y su estudio de la influencia de las demandas del mercado laboral en 
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Otro aspecto ha de ser tenido en cuenta para entender mejor el boom carcelario: 
contrariamente a lo que pasa en EE.UU., el número de ingresos no ha aumentado, 
de hecho ha disminuido. 
 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de los Informes Generales de la DGIP20. 

El número de ingresos viene descendiendo constantemente en los últimos años21. 
De hecho, España es uno de los países de su entorno con menor número de entradas 
en prisión22. Este es uno de los principales motivos que han dado lugar a una expli-
cación para el aumento de presos en España que se basa en la aprobación del Códi-
go Penal de 1995 y sus reformas (ya que éste facilitaba la suspensión de la pena de 
prisión).  Por ser una explicación bastante extendida entre los estudiosos de este 
tema, merece la pena verla brevemente, a fin de exponer sus limitaciones y la 
necesidad de un nuevo enfoque. 

3. EL CÓDIGO PENAL DE 1995 COMO CAUSA 

La producción criminológica española, en la que la formación jurídica es predo-
minante, ha explicado el incremento de la población penitenciaria española con la 
 

el tipo y la cuantía del castigo aplicado. Ver Rusche y Kirchheimer, [1939]. Ejemplos más recientes vinculan las 
políticas sociales y el gasto social con el número de presos, de manera negativa. Por ejemplo, Beckett y Western, 2001: 
30; o el propio Lappi-Seppälä, 2008: 351. Incluso el modelo de Estado del Bienestar o el tipo de democracia, ver 
Cavadino y Dignan, 2006: esp 20-36; y Lacey, 2008, respectivamente. Algo similar reclama para el caso español 
Larrauri, 2009. 

20 Cataluña ha publicado durante casi dos décadas los ingresos sin discernir entre los procedentes de libertad y los 
debidos a traslados, por lo que no se han podido añadir a los del resto del Estado. 

21 Parece existir una inversión de esta tendencia desde el año 2007.  
22 Es común que los países con pocos ingresos tengan condenas largas, y que países con muchos ingresos tengan 

condenas cortas. Ver Lappi-Seppälä, 2008: 343. 
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introducción del nuevo Código Penal (y sus posteriores reformas)23. El aumento en 
España del número de presos se debería principalmente a un incremento en la 
duración de las penas, y no a un aumento de los ingresos. El Código Penal de 1995 
acabó con la redención de penas por trabajo, por lo que la diferencia entre la pena 
impuesta y la efectivamente cumplida en la cárcel disminuyó. Además, aumentó las 
penas para una serie de delitos que son los más comunes (hurtos, robos, tráfico de 
drogas, lesiones), casi duplicando el tiempo medio de estancia en prisión24. No es 
que se meta a más gente en la cárcel, sino que los que ingresan, lo hacen por más 
tiempo, por lo que se van acumulando presos en las cárceles25.  
Sin embargo, desde un punto de vista criminológico más amplio, esta explica-

ción parece insuficiente, pues los textos legales y jurídicos tienen su origen en 
procesos sociales (a la vez que el Derecho moldea la sociedad). Es necesario, siem-
pre que se analice el Derecho, no perder de vista el contexto original del que pro-
viene. No hacerlo significa olvidar las condiciones de las que surge, sus funciones y 
sus significados. De esta manera, si se trata como una entidad desconectada de su 
origen, se le puede llegar a atribuir cualidades y poderes que no tiene, corriendo el 
riesgo de reificarlo.  
El Derecho Penal es un instrumento a través del cual fuerzas sociales más am-

plias actúan. Si bien la multiplicación de personas encerradas en prisión se puede 
haber llevado a cabo mediante herramientas jurídicas (y se puede incluso llegar a 
aceptar como una causa inmediata del incremento), no hay que confundirlo con una 
explicación exhaustiva de los cambios que se han producido. En realidad, se está 
explicando cómo se ha producido el aumento de presos, pero no se explica por qué 
está pasando. Habría que preguntarse, por ejemplo, por qué se aprobó un Código 
Penal que a efectos de cumplimiento de las penas, y sobre todo con las subsiguien-
tes y numerosas reformas (las cuales han ido endureciendo cada vez más el texto)26, 
es más punitivo que el vigente en los últimos años del franquismo. Más allá de esta 
apreciación conceptual, tres elementos empíricos sirven para mostrar por qué la 
tesis del Código Penal deber ser completada: 
a) Como se ha visto, el incremento de la población carcelaria comenzó bastan-

tes años antes de 1995. Ya no es sólo que hubiese incremento, sino que, en concre-
to, el período 1984-1994 experimentó un aumento más pronunciado que ningún 
período posterior de la tasa de encarcelamiento (número de presos por cada 
100.000 habitantes). La tasa porcentual de crecimiento fue de 11’25% de media al 
año, mientras que desde la aprobación del nuevo Código Penal ha sido de 2’91%. 

 
23 Ver, por ejemplo, y sin ánimo de exhaustividad, Cid Moliné, 2008; Díez Ripollés, 2006b: 22; GEPC, 2005; 

PODPP: mito 1; Tamarit Sumalla, 2007: 30.  
24 Cid Moliné, 2008: 6; Díez Ripollés, 2006b: 18. 
25 En los trabajos citados en la nota 25 se puede encontrar una explicación más detallada que la breve, y probable-

mente injusta, caracterización que se ha realizado aquí. Por motivos evidentes de espacio y concreción, aquí se enfatizan 
las carencias, aunque se reconocen también sus aciertos.  

26 Zugaldía Espinar, 2006; Serrano Maíllo y Serrano Gómez, 2009; Rivera Beiras, 2005: 25-131. 



Aumento de presos y Código Penal: una explicación insuficiente 

RECPC 13-04 (2011)    -     http://criminet.ugr.es/recpc/13/recpc13-04.pdf 

04: 11 

La tendencia creciente del número de presos no la originó el nuevo Código Penal, 
si acaso, vino a reforzarla o a consolidarla (o a retomarla, según algunas interpreta-
ciones). Parece evidente que cualquier estudio que aspire a explicar el aumento de 
presos en España debería adoptar una perspectiva más amplia27.  
b) Por otro lado, el único cambio no ha sido la duración de las penas. Estamos 

asistiendo a un fenómeno más amplio, en el que están cambiando los cimientos 
sobre los que se construye el funcionamiento del aparato penal y los supuestos y las 
formas en las que se castiga28: el declive del ideal de rehabilitación y el aumento de 
apoyos para la pena entendida como retribución (al menos en el discurso político y 
ciudadano)29; una presión mediática desmedida en un terreno que hasta hace algu-
nos años era ajeno a ésta; o el papel creciente de las víctimas y de sus demandas 
son sólo tres ejemplos de fenómenos sociales que pueden influir de diversas mane-
ras. 
Por ejemplo, en que se construya un Derecho Penal en el que la cadena perpetua 

existe de facto30;  en que haya un clima en el que la presión mediática y la alarma 
social existente en torno a ciertos delitos que hace que bastantes presos tengan 
mayores dificultades para acceder a permisos y a terceros grados31; y en que el 
padre de una víctima consiga, tras una gira por toda la geografía española, entrevis-
tarse con el presidente del Gobierno para entregarle dos millones de firmas con el 
objetivo de promover la cadena perpetua, o que un año y medio después haya 
pasado a formar parte del consejo asesor de un partido político para la reforma del 
Código Penal, a pesar de no haber estudiado Derecho32. 
c) Además, y esto es si cabe más importante, España no es el único país que ha 

experimentado un aumento de la población carcelaria. Muchos países occidentales 
han visto en los últimos años crecer el número de personas que viven encerradas en 

 
27 Cabe mencionar aquí un trabajo que sí ha optado por un mayor período de tiempo (desde 1980). Éste divide la 

evolución de la población carcelaria en dos fases: una primera, hasta 1994, en la que el aumento de presos estaría 
ocasionado por el incremento de la delincuencia, y una segunda, desde 2001 (y que sigue a un período de estabilidad), en 
la que los efectos del Código Penal de 1995 serían la causa principal. Ver Cid y Larrauri, 2009: 2-6. 

28 Algunos de estos cambios, entre los que la legislación es uno más de ellos, se pueden ver en Garland, 2001: 6-20. 
Es necesario recordar que se trata de otro contexto cultural, y no todos se pueden aplicar acríticamente al entorno 
español. Se pueden encontrar ilustraciones de estos cambios para el caso español en Díez Ripollés, 2004: 6-21. 

29 Cid y Larrauri no están de acuerdo con que haya habido un declive del ideal de la rehabilitación en España (2009: 
19). 

30 Con las reformas en materia antiterrorista, una persona puede ser condenada a 40 años de cumplimiento íntegro 
sin posibilidad de obtener permisos hasta que hayan pasado 35 años (una persona que ingrese con 30 años no puede salir 
ni un fin de semana hasta que  no tenga 65 años). Se puede ver el peso que tiene la rehabilitación y el que tiene la 
retribución. No importa señalar que en los países de nuestro entorno que tienen la figura jurídica de la “cadena perpe-
tua”, ésta es revisable a los 10 o a los 15 años, dependiendo del país. 

31 Lo cual provoca un aumento de la población carcelaria al no restar penados que cumplan el final de la condena 
fuera de los muros de las prisiones. En los últimos 15 años, el porcentaje de presos a los que se concede la  libertad 
condicional se ha reducido a la mitad, suponiendo actualmente en torno al 11%. Ver Cid y Tébar, 2010; Roldán Barbero, 
2010, con varias  interpretaciones. 

32 Con todo mi respeto para las víctimas. Pero este esperpéntico encuentro se produjo sin importar que el delincuen-
te ya estuviese condenado a espera de ingreso en prisión, por lo que aunque hubiese cadena perpetua este hombre no 
habría entrado en la cárcel. El País, 2008; El País, 2010. 
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cárceles, si bien con diferencias. A continuación se muestra la evolución en los 
últimos 20 años en distintos países europeos: 

Tabla 2. Evolución del encarcelamiento en países europeos entre 1987 y 2007 

País 
Evolución población reclusa 1987 y 
2007 

Evolución tasa de reclusos (presos 
por cada 100.000 habitantes) 

 
Total 
presos 
1987 

Total 
presos 
2007 

Difer. 
presos 

Diferencia 
porcentual 

Tasa 
reclusos 
1987 

Tasa 
reclusos 
2007 

Difer. 
tasa 

Diferencia 
porcentual 

Alemania 52395 
73319 
 

+20924 +39’94% 86 89 +3 +3’94% 

España 
26905 
 

67100 
 

+40195 +149’40% 70 151 +81 +116’38% 

Finlandia 
4252 
 

3370 
 

-882 -20’74% 86 64 -22 -26’2% 

Francia 
50639 
 

60403 
 

+9764 +19’28% 91 95 +4 +4’26% 

Grecia 
3873 
 

9984 
 

+6111 +157’78% 39 89 +51 +130’41% 

Holanda 
5408 
 

14450 
 

+9042 +167’20% 37 88 +51 +138’73% 

Inglaterra y 
Gales 

47422 
 

79730 +32308 +68’13% 95 147 +53 +55’82% 

Italia 
34383 
 

48693 +14310 +41’62% 61 82 +22 +35’54% 

Noruega 
2023 
 

3420 +1397 +69’06% 48 73 +25 +50’80% 

Suecia 
4776 
 

6740 +1964 +41’12% 57 74 +17 +29’79% 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de Eurostat. 

Estos datos han de ser interpretados con cautela, especialmente si se quieren 
comparar las cifras entre países, pues la forma de elaborar las estadísticas varía de 
un país a otro33. Como este no es el objetivo del artículo, basta observar aquí que la 
tendencia general es al aumento. También es importante notar que los datos co-
mienzan en 198734, pero que la mayoría de los países (como España) comenzaron 
su tendencia a privar a más personas de libertad a finales de los años 70 y princi-
pios de los 80. Ya que tener sólo imágenes de dos momentos históricos concretos 
puede ocultar información importante sobre la evolución, una idea de ésta en estos 
países se puede tener observando el siguiente gráfico: 

 
33 Algo que hay que tener en cuenta, junto con otros aspectos, en los estudios comparativos que usan el número de 

presos como indicador de la punitividad de un país. Sobre este tema, ver, por ejemplo, Cavadino y Dignan, 2006: 4-5; 
Lappi-Seppälä, 2008: 341-343.  

34 Es el primer año del que Eurostat dispone datos para un amplio número de países. 
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos de Eurostat. 

A la luz de estos datos, en los que, con diferencias, casi todos los países de nues-
tro entorno han aumentado las tasas de encarcelamiento, se hace evidente la necesi-
dad de una explicación que tenga como componente importante un factor común a 
todos estos países (y que no esté basada en un texto legal de ámbito nacional), y 
que permita, a la vez, explicar las variaciones entre éstos (así como las potenciales 
excepciones). Se hace necesario el desarrollo de una explicación capaz de dar 
cuenta de un fenómeno social muy amplio, y que afecta a una zona importante de 
las sociedades: el castigo y el mantenimiento del orden. 

4. CONCLUSIONES 

En los apartados anteriores se ha puesto de manifiesto que España se encuentra 
inmersa en la tendencia a recurrir de manera sistemática al uso de la cárcel. Durante 
los últimos veinte años la delincuencia no parece haber aumentado. Efectivamente, 
como señalan Cid y Larrauri35, durante los años 80 hubo un aumento de la delin-
cuencia que repercutió en el volumen de la población carcelaria, especialmente con 
un elevado número de ingresos. No obstante, el vínculo entre crimen y castigo no 
es automático, y la respuesta a la delincuencia (empezando por la definición misma 
de lo que se considera “delincuencia”) es el fruto de unas decisiones políticas (en el 
sentido amplio del término) y de unas determinadas configuraciones sociales. El 
reconocimiento de esta relación no es la conclusión, sino el punto del que partir a la 
hora de elaborar un análisis y una explicación36. Otra respuesta se podría haber 
dado al problema del desempleo y la droga, pero el que se emplease la cárcel debe 
 
35 Ver arriba nota al pie 27. 
36 Sparks, 2007: 84; Wacquant, 2009: 287. 
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ser explicado37. Además, las correlaciones observadas en períodos históricos entre 
la tasa de criminalidad y la tasa de encarcelamiento distan mucho de ser regulares. 
Se ha visto cómo la relación de estas dos variables no sigue siempre un patrón fijo 
(ver Gráfico 5), por lo que una correlación alta (como parece suceder en España en 
los 80) podría ser bien fruto de la casualidad, o de variables que no se están contro-
lando (para la década de los 90, por ejemplo, la relación es distinta) o, incuso, que 
la relación entre estas dos variables varíe con el tiempo38. Parece entonces razona-
ble buscar otras explicaciones39, como podrían ser los efectos que tienen las fluc-
tuaciones en el precio de la mano de obra, el cierre de los psiquiátricos, la desigual-
dad económica, la composición étnica de la población, la presencia de partidos 
conservadores o la fuerza de los sindicatos, por poner algunos ejemplos40, entre los 
que se puede incluir la modificación de textos legales, camino que parece haberse 
seguido mayoritariamente en España.  
Habiéndose ya identificado las herramientas jurídicas por las cuales más gente 

queda encerrada, es necesario adoptar una perspectiva más amplia, que tenga en 
cuenta los procesos sociales que subyacen a los cambios que se están operando en 
la penalidad contemporánea occidental. Para ello hay que tomar el Código Penal de 
1995 (o el Derecho, en general) como una manifestación más de estos cambios, y 
no como la causa. Aquí se ha mostrado que el incremento de la población carcelaria 
comenzó más de diez años antes de la introducción de dicho texto legal, y que es un 
proceso que se ha dado en países de nuestro entorno que, lógicamente, tienen otros 
códigos penales.  
La explicación aquí criticada (que surge de una perspectiva, legalista) toma co-

mo variable independiente (explicativa) los cambios legislativos (dejando algo de 
margen para las decisiones de los jueces41). De hecho, analiza toda la cuestión del 
incremento de la población carcelaria usando herramientas y conceptos que provie-
nen casi exclusivamente del sistema penal, como si éste fuese autónomo con res-
pecto al resto de la sociedad. El problema aparece así como un sistema cerrado en 
el que se introducen unos inputs (legislación y actividad de los jueces), se dejan dos 
o tres años hasta que empiece a funcionar, y se obtiene un output determinado 
(número de presos). De manera que jugando con unas pocas variables (duración de 

 
37 Probablemente Rusche y Kirchheimer propondrían una explicación alternativa en este punto. También se puede 

discutir por qué un tema de salud pública muy relacionado con la estructura de oportunidades laborales  recibe una 
respuesta que se basa en criminalizar. 

38 Para una consideración sobre las consecuencias que tiene asumir que la relación entre variables es estable a lo 
largo del tiempo, ver Isaac y Griffin, 1989. Un estudio de variables que influyen en el encarcelamiento y que tiene en 
cuenta que la relación puede variar en el tiempo se puede consultar en Jacobs y Carmichael, 2001. 

39 No importa repetir que esto no quiere decir que la delincuencia no tenga ninguna influencia. Es una variable im-
portante, pero no suficiente por sí sola. 

40 Respectivamente, Western et al., 2006; Grabosky, 1980; Jacobs y Helms, 1996; Sutton, 2004. 
41 El que deja el sistema de penas español, legalista. Es destacable que rara vez  se hace mención ni a la actividad ni 

al modelo policial. 
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las penas, posibilidades de acceso al tercer grado, requisitos para la libertad condi-
cional, etc.), se van obteniendo resultados distintos42. 
Si bien esporádicamente aparecen referencias a la naturaleza política de la legis-

lación, juegan un papel secundario y rara es la vez que su desarrollo va más allá de 
la mención. Caso aparte es el de los medios de comunicación43, sobre el que existe 
un consenso acerca de su influencia en unos sentimientos más punitivos de la gente 
o en una presión sobre los legisladores para que endurezcan las penas. Sería conse-
cuencia de una sobrerrepresentación de los crímenes violentos, una creciente pre-
sencia en el tiempo de las noticias, cuestionando las decisiones judiciales, divul-
gando los casos de presos que reinciden en los permisos (y no mentando la inmensa 
mayoría que no lo hace), o dando voz a las víctimas (a las que están lo suficiente-
mente motivadas como para ir a un programa a pedir justicia).  
De hecho, y aun restringiendo la búsqueda de causas al sistema penal, es habi-

tual que se identifiquen variables manifiestas del funcionamiento del sistema penal, 
mientras que otras, por ser latentes o difícilmente cuantificables, no se tienen en 
cuenta. Poco o nada se dice de la influencia que, en la misma dirección, tiene la 
imagen que el Derecho da de sí mismo y de la delincuencia. Aspectos que forman 
parte de la representación ideológica que el Derecho hace de la penalidad pueden 
estar influyendo de manera similar a como lo hacen los medios de comunicación. 
Por ejemplo, la ficción por la cual el Derecho se presenta como una herramienta 
adecuada para acabar con la delincuencia crea unas expectativas  de seguridad y 
orden en los ciudadanos que no va a poder cumplir, generando un clima de frustra-
ción y pérdida de legitimidad que puede desembocar en una petición de mayor 
dureza. Por otro lado, la representación y asunción ficticia que tiene del ser huma-
no, por la cual es un ser racional que disfruta del libre albedrío puede provocar que, 
ante la imposibilidad de acabar con la delincuencia, cada vez se recurra a penas 
más largas (aumentando así, supuestamente, su efecto preventivo). Son sólo dos 
ejemplos44 de cómo la influencia del propio Derecho, y las consecuencias de su 
naturaleza, pueden también influir en un clima más propicio al aumento de presos. 
Sin embargo, esto es difícil percibirlo si sólo se analiza el fenómeno desde de-

ntro de la lógica del Derecho y desde los marcos del sistema penal, pues todo sis-
tema tiene sus supuestos y sus limitaciones, que aparecen menos visibles cuanto 
más inmerso en el campo se está. La idea que se defiende desde aquí es “analizar 
los métodos punitivos no como simples consecuencias de las reglas del Derecho”45. 

 
42 El ejemplo puede ser demasiado frívolo, sobre todo teniendo en cuenta que el output lo forman personas que pasan 

una parte de su vida privadas de libertad (y de otras muchas cosas). 
43 Se pueden consultar algunos trabajos que estudian la influencia de los medios de comunicación en la imagen de la 

delincuencia y del sistema penal. Por ejemplo, Fuentes Osorio, 2005; Rechea Alberola et al., 2004: 35-63; Soto Navarro, 
2005a y 2005b. 

44 Algunas más de estas asunciones del Derecho que lo alejan de la realidad se pueden ver en Hulsman y de Celis, 
[1982]; Baratta, [1982]. 

45 Foucault, [1975]: 30. 
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Un buen punto de partida para adquirir una visión más amplia del fenómeno es el 
considerar a la penalidad, o a todo el conjunto de instituciones y agentes que con-
forman el castigo, como una institución social compleja46. 
Esto implica que tiene una serie de significados, prácticas y relaciones determi-

nadas, que se sustentan en una serie de agentes, roles y discursos. Pero también 
implica que, como todas las instituciones sociales (como la familia, la política, la 
economía), sus prácticas y sus efectos dependen de manera decisiva de otras insti-
tuciones que influyen en su conformación, que atraviesan su lógica y que depen-
den, a su vez, de la penalidad (es evidente, por ejemplo, cuánto depende el sistema 
político de un sistema de sanciones). Garland y Young ponen de manifiesto esta 
naturaleza relacional de las instituciones, quienes conciben la penalidad como: 

“Un sitio institucional específico que está atravesado por una serie de 
distintas relaciones sociales. Políticas, ideológicas, económicas, legales 
y otras relaciones sociales no sólo “influyen” o “dan forma” o “ejercen 
presión sobre la penalidad”- operan a través de ella y están material-
mente inscritas en sus prácticas. La penalidad es así un lugar sobrede-
terminado que transmite y condensa un conjunto de relaciones sociales 
dentro de los términos específicos de sus propias prácticas”47. 

En definitiva, de lo que se trata es de entender que el estudio de los temas rela-
cionados con cómo y cuánto castiga una sociedad (y esto incluye el incremento de 
la población carcelaria) es complejo, y que en él intervienen multitud de dimensio-
nes que no pueden ser reducibles a una sola (sean los Códigos penales o cualquier 
otra): 

“En vez de buscar un principio explicativo único, debemos contem-
plar elementos de causalidad múltiple, efectos múltiples y significados 
múltiples, y ser conscientes de que en el ámbito penal- como en cual-
quier experiencia social- los acontecimientos específicos suelen obede-
cer a una pluralidad de causas que interactúan hasta adquirir su forma 
final; a una pluralidad de efectos que pueden considerarse funcionales o 
no funcionales, dependiendo del criterio; y a una pluralidad de signifi-
cados que varían conforme a los actores y públicos involucrados (…). 
El objetivo del análisis siempre debe captar esa variedad de causas, 
efectos y significados que trazan su interacción, más que reducirlos a 
una sola divisa”48. 

Dadas estas consideraciones, algunos autores han desarrollado teorías que sean 
capaces de explicar algunos de los puntos que se han expuesto más arriba. Si no se 
trata de contener la inseguridad criminal, se han preguntado, tal vez se trate de 
contener la inseguridad social que las políticas neoliberales generan, especialmente 
 
46 Garland, [1990]: 332. 
47 Garland y Young, 1983: 21, 10, 15. Énfasis en el original. 
48 Garland, [1990]: 324-325. 
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en los estratos medios y bajos de la sociedad49. De esta manera se volvería al uso de 
la cárcel como una institución central en la gestión de la pobreza. También puede 
ser que lo que se ha llamado “encarcelamiento masivo” sea una expresión cultural 
de la modernidad tardía, en la que las sociedades estarían experimentando de una 
manera nueva los aspectos relacionados con la delincuencia y la seguridad, y en las 
que la respuesta estatal, condicionada por una crisis de legitimación, sería ambiva-
lente50. 
De igual modo, es importante tener en cuenta a los autores que reclaman la impor-

tancia de las decisiones políticas, y que señalan cómo las políticas penales (y, sobre 
todo, los mensajes que se lanzan sobre ellas) han demostrado ser una herramienta 
eficaz de cara a la gobernanza y muy eficaz aportando beneficios electorales51.  
Sin embargo, la mayoría de las explicaciones que se han dado en España en refe-

rencia al incremento de la población carcelaria son ateóricas. Tal vez sea un buen 
momento para comenzar a desarrollar teorías que puedan desatascar la situación 
actual, que sean capaces de dar cuenta de los hechos empíricos y que puedan en-
marcar los cambios que sufre el Derecho en una explicación más amplia que tenga 
en cuenta otros factores hasta ahora poco estudiados por la Criminología española, 
y que ayude a comprender mejor lo que está pasando.  
Otra opción sería testar teorías ya desarrolladas por otros autores extranjeros en 

el caso español52. Hay que tener en cuenta que la mayoría de estas teorías han sido 
desarrolladas en y para el ámbito anglosajón, donde el fenómeno es más pronun-
ciado, el papel y la importancia del Estado difiere, o incluso existe una tradición 
religiosa distinta 53 , por citar algunas diferencias que parecen importantes. Ver 
cómo esas teorías funcionan en otros contextos culturales seguro que ayudaría a 
entender mejor los factores que intervienen en el castigo, y seguro que podrían 
aportar ideas nuevas para una mejor explicación del incremento de la población 
reclusa en España. (Este es un buen momento para recordar que cuando aquí se 
habla de población reclusa no se incluye a quienes, siendo personas y estando 
recluidas, lo hacen en cárceles de menores y en cárceles de extranjeros. El aumento 
de internos en unos, y la existencia de los otros, probablemente respondan a las 
mismas causas que el aumento de población penitenciaria adulta; algo que una 
teoría sí podría explicar). 
La mayoría de los estudios realizados sobre el incremento de la población carce-

laria en España recurren sistemáticamente a las mismas preguntas. Preguntas del 

 
49 Wacquant, 2009. 
50 Garland, 2001. 
51 Beckett, 1997; Simon, 2007. Para el caso español, Rivera Beiras, 2005: 151. 
52 El test de teorías es una de las piedras angulares de la Criminología, especialmente en su corriente etiológica. Una 

recolección de trabajos de este tipo, aunque muchos de ellos criticados por ilustrar teorías más que testarlas, se puede 
consultar en Liska, 1987. De manera más reciente, por ejemplo para la tesis del neoliberalismo, Cheliotis y Xenakis, 
2011; de Koster et al., 2008. 

53 Para la religión como un elemento cultural que influye en cómo castiga una sociedad, ver Melossi, 2001. 
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tipo: ¿ha aumentado la delincuencia? ¿Ha cambiado el Código penal? ¿En qué 
sentido? ¿Qué delitos han visto sus penas aumentadas? ¿Qué supuestos permiten la 
suspensión de condena? ¿Existen medidas que favorezcan la libertad condicional? 
¿Las aplican los jueces?, y, de esta manera, obtiene siempre las mismas respuestas: 
la delincuencia no ha aumentado; los cambios legislativos cada vez endurecen más 
el Código penal, especialmente las penas de duración media, asociadas a determi-
nado tipo de delitos; los jueces aplican la suspensión de condena, a la vez que el 
uso de la libertad condicional disminuye; sería deseable mayor aplicación de medi-
das alternativas a la cárcel. Toda esta información, valiosa y útil como es, queda 
restringida al funcionamiento del sistema penal, pero (casi) nada dice sobre su 
relación con el resto de esferas de lo social. Ni siquiera explica el origen de esa 
situación en el campo penal (tal vez porque su origen se encuentre fuera, o en la 
interacción del campo penal con otros, como el político, el económico o el cultu-
ral).  
Tal vez sea el momento de reorientar las preguntas de investigación. Lo que se 

sabe hasta ahora es muy útil, pero no es suficiente, ya que deja muchas preguntas 
importantes por responder. Por ejemplo, ¿por qué el “Código de la democracia” 
(con sus consiguientes reformas) es más duro a efectos prácticos que el vigente en 
los últimos años del franquismo? ¿Por qué se aprobó en 1995, y no antes (o des-
pués)? ¿Por qué lo aprobó el PSOE?54 ¿Por qué se produce un endurecimiento en 
sus reformas? Y saliéndonos de este marco de pensamiento, ¿por qué está pasando 
en casi todo Occidente? ¿Por qué hay países en los que no pasa? ¿Por qué esta 
tendencia empezó en la década de los 70? ¿Por qué hay más presos en la democra-
cia que en el franquismo? ¿Tiene algo que ver con el sistema económico? ¿Y con el 
político? ¿Está relacionado con la globalización? ¿Por qué hay tan pocas diferen-
cias entre la postura de los partidos políticos? ¿Qué efectos tiene? Y lo que es más 
importante, ¿por qué está pasando?  
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